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La función social de la propiedad en términos de derechos humanos: implicaciones 

para la reforma del Código Civil 

Pretendo, en este breve escrito, presentar algunas contribuciones para una discusión sobre 

el derecho de propiedad privada inmobiliaria en el Proyecto de Código Civil. Más 

específicamente, voy a  poner en cuestión la concepción de propiedad privada adoptada en 

el proyecto. Mi objetivo no es abordar los temas en una manera exhaustiva, sino describir 

algunos problemas en relación al modelo adoptado en el Código y su adecuación con los 

derechos humanos reconocidos en el marco constitucional. 

Me refiero a la concepción  de propiedad privada como el modelo por el cual cada sociedad 

define el contenido, alcance y fundamentación de los derechos de propiedad. La concepción 

de propiedad elegida por una sociedad no modifica el concepto de propiedad, que es 

invariable. Este último se refiere a la existencia de un sistema de reglas que rigen el acceso 

a y el control sobre los recursos materiales, que son escasos  frente a las necesidades 

humanas, es decir, un sistema de asignación de los recursos limitados
1
.   

1. Tres concepciones sobre la propiedad privada  

Históricamente, los cambios legales relacionados con la codificación de los derechos de 

propiedad individual, especialmente durante las revoluciones liberales, representaron la 

consolidación de determinadas relaciones sociales prexistentes o en proceso de formación. 

Como destaca la historiadora Rosa Congost, “el carácter abstracto –supuestamente 

científico– de los razonamientos de algunos jueces y gobernantes permitió convertir los 

intereses particulares, concretos, prácticos, de una minoría en derechos abstractos, teóricos, 

que podían ser garantizados por gobiernos”
2
.  

Sobre la base de la idea anterior, es posible entender por qué las primeras teorías modernas, 

que justificaban el derecho de propiedad en tanto se vinculase a los bienes necesarios para 

la subsistencia, no fueron incorporadas a los códigos civiles modernos. Para John Locke, 
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por ejemplo, nadie, según el criterio de la razón, podría reservar a sí una parte de las 

provisiones que perjudicara a los demás. A pesar de ello, los códigos y declaraciones de 

derechos que hasta hoy influencian el pensamiento jurídico predominante, como el Código 

Civil Francés del 1804, consolidaron una noción de propiedad sagrada y absoluta. Es una 

noción de propiedad  que no esta fundamentada en criterios de justicia, sino en 

consideraciones de utilidad con un carácter supuestamente científico.  

Ante esta situación, es necesario hacer el ejercicio de pensar cuál debería ser la 

reglamentación de los derechos de propiedad bajo teorías de la justicia que se basan en 

derechos, o, si se prefiere, en teorías de la justicia igualitaristas
3
. 

Muy sintéticamente, menciono que la propiedad es ambivalente para estas teorías, pues 

frecuentemente ocupa más de un lugar en ellas. Para Rawls, por ejemplo, la propiedad se 

presenta algunas veces como parte del primer principio de justicia, la igual libertad básica, 

y otras veces, como parte de las dos aserciones del segundo principio de justicia, el 

principio de la diferencia y la igualdad equitativa de oportunidades. Es decir, algunas 

libertades no serían parte de la lista de libertadas básicas, no siendo protegidas por el primer 

principio, como ciertos tipos de propiedad; por ejemplo, la propiedad de los medios de 

producción
4
. De ello se podría concluir que, en el orden de prioridad de los principios 

rawlsianos de justicia, no siempre la propiedad prevalecería sobre los demás. Esto ocurrirá 

solamente en los casos en que se caracterice a la propiedad como una libertad básica. 

Restaría definir bajo qué condiciones seria la propiedad una libertad básica. El mismo 

Ralws proporciona una clave en el prefacio a la edición brasileña de Una Teoría de la 

Justicia, al vincular el derecho de propiedad individual a la autonomía e integridad de los 

ciudadanos
5
.   

Esa ambivalencia se relaciona con el carácter polisémico que caracteriza la idea de 

propiedad. La propiedad, en algunos casos, significa la capacidad para convertirse en 

propietario, el derecho de un individuo a usar y disponer de sus bienes y, en otros casos, 

también el derecho general a ser propietario
6
.  
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Para resolver ese problema, proponemos la distinción entre dos tipos de propiedad. El 

primero se refiere al derecho que se vincula con la dignidad humana y la subsistencia. En 

este caso, la propiedad será una libertad básica (Rawls), un derecho fundamental 

(Ferrajoli)
7
 o un derecho general (Waldron)

8
. A este tipo de propiedad la podríamos llamar 

propiedad-dignidad. El segundo tipo se refiere a la propiedad como un derecho patrimonial 

o un derecho especial. Lo que podríamos nombrar propiedad-patrimonio, que tendrá un 

nivel de protección menor y en caso de controversia no prevalece sobre los derechos 

humanos. 

Esa distinción permite superar las consideraciones de índole utilitarista o consecuencialista 

que muy frecuentemente orientan la doctrina sobre la propiedad. Esas consideraciones han 

logrado justificar dos ideas diametralmente opuestas: por un lado, la posibilidad de 

acumulación infinita de propiedad para lograr la más alta productividad económica, y por el 

otro, límites a la propiedad individual para lograr la satisfacción del bienestar colectivo.  

Por lo tanto, podríamos mencionar genéricamente tres concepciones sobre la propiedad: (a) 

la concepción moderna de propiedad sagrada y absoluta, (b) una concepción utilitarista de 

propiedad como un medio para obtener la satisfacción de otros objetivos, y (c) la 

concepción de los derechos de propiedad bajo una perspectiva de derechos humanos. En 

este último abordaje, solamente los derechos de propiedad vinculados a la dignidad estarían 

protegidos especialmente como derechos humanos. En cambio, la propiedad-patrimonio 

estaría sometida a los límites legales relativos al cumplimiento de su función social. Se 

trata, por lo tanto, de resignificar la noción de función social de la propiedad, que ya no 

puede ser interpretada como una primacía de lo colectivo sobre lo individual, sino como un 

imperativo de derechos humanos.   

2. ¿Cuál es la concepción en la Constitución?  

Pues bien, la concepción de propiedad privada en la Constitución Nacional es más 

compatible con la tercera idea sobre la propiedad (concepción „c‟). Es cierto que la actual 

Constitución, reconoce el derecho de todo habitante de “usar y disponer de su propiedad” 

(art. 14) y la “inviolabilidad” de la propiedad (art. 17), lo que estaría más próximo a una 

primera concepción de propiedad ilimitada y absoluta (concepción „a‟). No obstante, la 

incorporación al marco constitucional de la Convención Americana de Derechos Humanos 

(Pacto de San José de Costa Rica), por la reforma de 1994, marca una opción nítida por la 

concepción con base en derechos humanos. Ello porque el Pacto, en su en su art. 21, prevé 
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el sometimiento del derecho de uso y goce de los bienes al interés social por determinación 

legal. En este sentido, los derechos de propiedad también implican deberes fundamentales, 

en el marco de una perspectiva de derechos humanos. 

Más que ello, el derecho de propiedad debe leerse en combinación los derechos sociales 

reconocidos constitucionalmente, como el derecho a la vivienda y al trabajo. Asimismo, la 

incorporación del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales a la Constitución 

supone la atención a las Observaciones Generales del Comité de Derechos, Económicos, 

Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, órgano encargado de monitorear la 

implementación del Pacto.  

Es de especial interés, por ejemplo, la Observación General n. 4 del mencionado Comité, en 

la cual se reconoce la seguridad jurídica de la tenencia como uno de los elementos que 

componen el derecho a la vivienda adecuada. El Comité aclara que ese elemento puede ser 

satisfecho de diferentes formas que son más amplias que la propiedad privada. En ese 

sentido, la protección constitucional de los derechos sociales, como la vivienda y el trabajo, 

es más amplia que el derecho de propiedad privada y su realización es  independiente de 

ese último. 

En ese sentido, hoy el reconocimiento constitucional del derecho de propiedad y su 

inviolabilidad debe ser interpretado conjuntamente con la noción de función social del 

Pacto de San José, como con los demás derechos humanos incorporados a la Constitución. 

En este sentido, es importante reflexionar sobre los efectos de esa perspectiva en la 

normativa infraconstitucional, especialmente el Código Civil.  

 

3. ¿Cuál es la concepción en el Código?  

 

A pesar de los cambios en el marco constitucional, el actual Código Civil sigue teniendo 

una perspectiva más cercana a la concepción „a‟ sobre el derecho de propiedad. Ello puede 

ser observado nítidamente en disposiciones que aseguran la exclusividad y la perpetuidad al 

dominio perfecto
9
. Esa concepción fue atenuada en la reforma del 1968 por la 

incorporación del ejercicio regular de derecho como un límite al uso y goce de la 
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propiedad. Es decir, con la posibilidad de restricción de las facultades del propietario en 

razón del abuso del derecho
10

. 

El proyecto de reforma del Código Civil actualmente en discusión en el Congreso Nacional 

es poco innovador en relación al Código Civil anterior y, en algunos aspectos, podría ser 

regresivo. Asimismo, el proyecto de reforma no incorpora algunos elementos básicos del 

marco constitucional, como vamos a explicar.  

El proyecto mantiene el núcleo conceptual del dominio caracterizado por la perpetuidad y 

la exclusividad
11

, y lo hace de una manera más tajante, pues no hace una distinción clara 

entre el dominio perfecto y el imperfecto en relación a esos atributos. Para el actual Código, 

la enunciación de esos atributos tiene la finalidad principal de distinguir el dominio 

perfecto del imperfecto, antes que caracterizar la propiedad privada de una manera 

totalizadora. En el proyecto, en cambio, esas características se presentan en una forma más 

dogmática. Esto se puede constatar en las afirmaciones “el dominio es perpetuo” y el 

“dominio es exclusivo”, que no encuentran eco en el actual Código.  

Además, es importante tener en cuenta que la idea de exclusividad y perpetuidad se 

contradice con normas del propio proyecto en discusión. Por ejemplo, el derecho de 

superficie, presente en el mismo
12

, supone una concepción de propiedad que admita más de 

un titular, es decir, en que las facultades  de usar, gozar y disponer se repartan entre 

diferentes titulares. Esto es más cercano a lo que sería una idea de propiedad como “bundle 

of rights”
13

. Esa idea sobre la propiedad es incompatible con la exclusividad. En ese 
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sentido, se podría decir que en el proyecto no se hace una elección clara sobre una única 

concepción coherente, si no que más bien se incorporan diferentes ideas sobre la propiedad.  

Incluso se podría decir que en alguna medida el proyecto es regresivo, pues no incluye el 

ejercicio regular de derecho como un límite al ejercicio del derecho de propiedad. El código 

anterior preveía esas disposiciones de manera específica en relación al tema de la 

propiedad, como mencionamos más arriba. El nuevo proyecto solamente trata el tema de 

manera genérica, en la prohibición general de abuso de derecho constante en el artículo 10. 

Esa omisión podría llevar a interpretaciones equivocadas en el sentido de que esas figuras 

no incidirían más en el ejercicio del derecho de propiedad.  

Asimismo, el proyecto no presenta las formas de extinción del derecho de propiedad, 

omitiendo por ejemplo referencia a la expropiación, establecida constitucionalmente, o el 

abandono o vacancia, para los casos en que el dominio no es adquirido por otro titular. El 

reconocimiento de esos modos de pérdida de la propiedad sería importante para garantizar 

un destino social a los inmuebles ociosos, permitiendo así que se amplíen las posibilidades 

del acceso a la vivienda adecuada.  

Otra cuestión que llama la atención es la falta de preocupación en el proyecto por los 

derechos humanos constitucionalmente reconocidos, como el derecho a la vivienda.  

En primer lugar, no se reconocen efectos jurídicos para la posesión informal.  Este un tema 

de gran relevancia, ya que el marco jurídico relativo a los derechos de propiedad posee 

efectos perversos sobre la realidad y puede profundizar las desigualdades 

socioeconómicas
14

.  Muy frecuentemente, la falta de reconocimiento jurídico de situaciones 

de posesión en asentamientos informales impide el ejercicio de muchos otros derechos, 

como el acceso a servicios de agua, saneamiento, electricidad, entre otros. No reconocer al 

menos algunos efectos de la posesión informal es avanzar muy poco en la protección de los 

derechos humanos en el nivel infraconstitucional.  El silencio en relación a la situación 

jurídica de los asentamientos informales contrasta con el tratamiento dado por el proyecto a 
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los barrios cerrados o privados y clubes de campo, que son regulados en el Titulo VII del 

Libro IV, ”conjuntos inmobiliarios”,  en 40 artículos.  

En segundo lugar, el Código presenta pocas soluciones para la situación de informalidad en 

la tenencia del suelo. Las formas de prescripción previstas en el actual Código no 

contemplan la diferencia entre la posesión para fines de vivienda o trabajo y la posesión 

común. Ello implica que los plazos para adquirir el dominio son iguales para un individuo o 

familia que adquiere un inmueble por prescripción adquisitiva para una segunda vivienda y 

el que lo adquiere como vivienda única. La posesión para fines de vivienda, a la cual 

podríamos llamar como “posesión calificada”, es especialmente protegida por el marco 

constitucional argentino, por medio de la incorporación en el 1994 del derecho a la 

vivienda reconocido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. El Código debería reflejar esa garantía constitucional, presentando instrumentos 

eficaces y expeditos para  la protección de la vivienda. 

Finalmente, quisiera señalar que, por más que el principio de la función social de la 

propiedad esté regulado constitucionalmente, es importante que el Código también lo 

explicite para evitar cualquier interpretación que anule su incidencia en el derecho civil. De 

igual manera, algunas consecuencias relativas a la función social; por ejemplo, el problema 

de las obligaciones del propietario, podrían ser mejor desarrolladas. En la actual redacción 

del proyecto, las obligaciones existentes se basan en el medio ambiente y en las normas de 

vecindad, pero no se incorporan otras obligaciones, como la obligación de dar uso al bien
15

. 

4. Conclusiones: adaptando el Código al derecho de propiedad constitucional 

Para concluir, quisiera presentar algunas sugerencias puntuales para que la concepción de 

propiedad privada en el Código Civil se acerque a la concepción constitucional. De manera 

muy objetiva, mis sugerencias son: 

- Revisión de las normas sobre exclusividad y perpetuidad del dominio, 

construyendo una concepción coherente sobre el derecho de propiedad a lo largo 

del Código y en relación a la Constitución;  

- Delimitación de las obligaciones de los propietarios y reconocimiento explicito 

de la función social de la propiedad; 

- Inclusión de normas que reconozcan los efectos jurídicos de la posesión 

informal en relación a la satisfacción de derechos humanos, impidiendo la 

distinción entre el dominio y la posesión informal en esos casos;  

- Previsión de mecanismos más agiles y efectivos para la consolidación del 

dominio en casos de asentamientos informales, como la prescripción adquisitiva 
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para fines de vivienda en plazos cortos, de forma individual y colectiva, similar 

a la adoptada en algunos países como Uruguay, Colombia y Brasil; 

- Regulación de los modos de extinción del dominio, incluyendo el caso de 

abandono o vacancia de los bienes. Entre los casos de pérdida de la propiedad 

por abandono, se podría definir una hipótesis de ocupación de área extensa, por 

un determinado periodo de tiempo, por un gran número de personas que hayan 

realizado obras y servicios de interés social y económico, con el pago de una 

indemnización, de manera similar a lo previsto por el Código Civil de Brasil en 

los párrafos 4º y 5º del artículo 1275.  

 

Por último, señalo que la reglamentación de la propiedad en el Código Civil no es el único 

indicador sobre la concepción adoptada por la comunidad jurídica. Para poder comprender 

el desarrollo de los derechos de propiedad en la historia, es necesario utilizar una 

perspectiva diferente de la frecuente mirada linear y estatista, que enfatizaría más en las 

rupturas que en los procesos y utilizaría como fuente solamente las normas estatales, sin 

considerar las relaciones sociales de hecho existentes en torno de la propiedad. Para 

conocer la realidad de los derechos de propiedad, en cada momento y en cada espacio, 

debemos seguir la recomendación de la historiadora Rosa Congost. Esta autora sugiere 

algunas preguntas claves: ¿qué derechos se ejercían?, ¿qué derechos eran contestados?, 

¿qué derechos eran reivindicados? y, en los tres casos, ¿por quién? (Congost, 2007, pág. 

57). Por lo tanto, es necesario también llevar en consideración la efectiva interpretación que 

los jueces, administración pública y otros actores asignan a la propiedad, y saber en qué 

medida se considera la concepción constitucional como un parámetro para interpretar las 

normas civiles.  

 


